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TEXTO COMPLETO
2ª Instancia.— San Juan, mayo 19 de 2006.

El doctor Ferreira Bustos dijo:

1. Por la sentencia impugnada decide la jueza a quo rechazar las excepciones de prescripción e inhabilidad de título opuestas por la demandada y hacer lugar parcialmente a la excepción de pago parcial. Ordenar continúe la ejecución adelante por todos sus trámites hasta hacer trance o remate en los bienes de los deudores y con su producido abonar el saldo deudor del capital más los intereses por el monto que prosperó la ejecución.

2. Recientemente los miembros de este tribunal han mantenido discrepancias sobre una cuestión que merece un trato previo más allá de las proposiciones de los apelantes. El objeto es examinar si está conformado uno de los presupuestos procesales que en su defecto afectaría la admisibilidad de la pretensión. En el sub iudice es el Fiscal de Estado, a través de los abogados dependientes de la Fiscalía de Estado, quien promueve la acción hipotecaria sin que figure de ninguna manera el señor Gobernador. Según la postura adoptada por los Dres. Pascual Alferillo y Gilberto Riveros siempre que la Provincia de San Juan deba presentarse como parte en un proceso, habrá de intervenir o ser citado el Gobernador, por ser el "mandatario legal de la Provincia, jefe de la Administración y la representa en todas sus relaciones oficiales" (art. 189, inc. 1° de la Const. Prov.). Tal lo sostenido por la mayoría del tribunal en autos N° 18.618 caratulados: "Leonardi José Mario Gino c. Provincia de San Juan-Amparo" (L. de S. t. 93, F° 87/113, fecha: 31/03/2006), e inmediatamente en autos N° 18.646 caratulados: "Oviedo Rosario Jesús c. Provincia de San Juan (O.S.P.) - Amparo - actuaciones para tramitar recurso con efecto devolutivo" L. de A. t. 143, F° 158/169, fecha: 18/04/2006). Por ende habría que integrar la litis con el P.E. cada vez que el Estado provincial promueva una acción judicial o responda una demanda. Si esto fuera lo correcto, indudablemente el Fiscal de Estado carecería en esta causa de legitimación procesal o para obrar, sin que haya acreditado simultáneamente la voluntad del Gobernador de promover la acción como mandatario legal de la Provincia, pues en estos pronunciamiento se ha tenido como "condicionante previo" a este recaudo.

Claro está, criterio de la mayoría del tribunal llevaría a que la mera presentación del Fiscal de Estado, sin anuencia del señor Gobernador, convierta en nulo el procedimiento ante la ausencia de uno de los presupuestos procesales de la pretensión que vicia irremediablemente la sentencia tornándola también nula. Hablamos de "presupuesto procesal" en tanto, si el señor Fiscal de Estado no tiene facultades de representar por sí a la Provincia de San Juan en los procesos judiciales, aquí estaría faltando el sujeto activo de la relación procesal ya que la Provincia no estaría representada como parte actora. En este sentido, cabe recordar que es función del juez verificar en toda clase de procesos si están reunidos los requisitos intrínsecos de admisibilidad de la pretensión, entre los cuales cuenta la participación de los sujetos vinculados en la relación procesal, que deben identificarse con los de la relación jurídica substancial. La falta de alguno de los presupuestos procesales impide entrar a las razones invocadas como fundamento de la pretensión. En buen romance, el juez no puede hacer mérito sobre el derecho que el justiciable demanda y viene a pedir tutela jurisdiccional faltando un presupuesto procesal. Si el fallo fuera erróneamente dictado en esas condiciones, no produciría los efectos jurídicos de la cosa juzgada, porque el proceso acusaría una deficiencia tal que le quitaría toda validez.

El examen de la legitimatio ad causam no depende de una articulación de la parte, debe incluso hacerse oficiosamente. Por este instituto procesal se determina y constata la índole de partes legítimas o justas partes de los litigantes.

Siguiendo el razonamiento: ¿Será adecuado a derecho llegar a la declaración de nulidad del proceso, cuando es la propia Constitución provincial la que atribuye al Fiscal de Estado la calidad de "parte legítima y necesaria" en toda controversia judicial donde pudieran estar afectados intereses patrimoniales de la Provincia (art. 263)? La norma constitucional remite a la ley especial que habrá de determinar los "casos y la forma" en que el Fiscal de Estado ejercerá sus funciones.

Transcribo lo pertinente de la Ley Orgánica N° 5558 donde están específicamente señaladas las funciones del Fiscal de Estado:

"A) Actuación judicial:

1°) De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 263 de la Constitución de la Provincia representa a la Provincia y a todos los organismos que integran la Administración Pública, Centralizados, Descentralizados y Autárquicos en los juicios en que se controviertan sus intereses, sean o no patrimoniales, cualquiera será el fuero o jurisdicción, para lo cual goza de mandato emergente de su designación. Podrá sustituir esa representación otorgando carta poder o poderes generales o especiales para actuar en asuntos judiciales determinados, en cualquier fuero o jurisdicción de la República o ante Tribunales extranjeros, en favor de letrados integrantes del Cuerpo de Abogados; y mediante resolución fundada, en casos excepcionales y por razones de especialidad, en favor de profesionales no pertenecientes a dicho Cuerpo. En todos los casos actuarán bajo su supervisión letrada".

Es por demás evidente el sentido y finalidad que ha tenido en la mente del constituyente la creación de este órgano constitucional, a quien confiere la función representativa de la Provincia en todo asunto judicial en que ésta sea parte, otorgándole al Fiscal de Estado legitimidad activa y pasiva al asignarle la calidad de "parte legítima y necesaria" en cualquier tipo de proceso judicial donde se controviertan derechos o intereses provinciales. No hay motivo para minimizar el significado amplio que tiene la palabra representación en el ámbito jurídico procesal, sino por el contrario, exaltarlo para que el Fiscal de Estado, acorde a su alta investidura, defienda con la mayor libertad de criterio los intereses de la Provincia, evitando la ingerencia política del P.E. en el proceso judicial. La ley (N° 5558) no utiliza en vano el vocablo "representa a la Provincia".

El art. 8° de la Constitución establece que la Provincia es una persona jurídica de carácter público estatal, puede ser demandada ante la justicia ordinaria, sin necesidad de autorización previa y sin privilegio alguno. De la misma manera si actúa como sujeto activo en una contienda judicial.

A mi juicio constituye un error conceptual entender que dentro de las atribuciones y deberes del Gobernador está la de hacerse parte en los procesos contencioso administrativos o de otra índole promovidos por o en contra de la Provincia. La calidad de "mandatario legal de la Provincia, jefe de la Administración y la representa en todas sus relaciones oficiales" (art. 189, inc. 1° de la Const. Prov.) debe ser interpretada con precisión, no da lugar para considerarlo como extensión de facultades que autoricen al primer mandatario a intervenir necesaria e indefectiblemente en toda controversia judicial donde se discuten intereses jurídicos de aquélla. La creación de la Fiscalía de Estado como órgano constitucional al cual se reserva una "competencia" específica proviene directamente de la Constitución y no por delegación del Jefe de la Administración. El Fiscal de Estado no es un órgano del Poder Ejecutivo. Insisto, la "actuación judicial" reglada por la ley 5558, lo es en función de la representación de la Provincia, "para lo cual goza de mandato emergente de su designación".

Nadie podría poner en duda que es la Provincia de San Juan la que tiene la participación principal en el juicio, pero que deba necesariamente integrarse la litis con el Gobernador para preservar el derecho de defensa "a los efectos del debido contralor por parte del poder político del juicio", sin lo cual no le sería oponible la sentencia, es francamente confundir el Estado con sus órganos institucionales.

No me parece apropiado flexibilizar la doctrina de la Corte de Justicia sacando de contexto el párrafo donde alude en sentencia dictada para el caso N° 377 "Villanueva Estéban c. Gobierno de la Provincia - Expropiación inversa (Incidente de Nulidad planteado por el Sr. Fiscal de Estado con el Dr. Oscar Gutiérrez y Dr. Salomón Nafá Méndez- Inconstitucionalidad y Casación", que "....la ley 5558, en su art. 4°, inc. a) apartado segundo, dispone, evidentemente un contralor final, por parte del poder político, de la marcha de los procesos que iniciare o que fueren iniciados en su contra, con la finalidad de dejar a su decisión final, cuando no se trate del supuesto de una sentencia firme, a la que fatalmente tendría que someterse, cuándo y cómo puede concluirse un juicio en el que sea parte el Estado Provincial...". Si la interpretación de esta doctrina no se ajusta al verdadero sentido de la norma comentada, debilitaría enormemente la función asignada al Fiscal de Estado por la Constitución, porque le estaría obligado consultar a cada paso al Gobernador de cómo proceder o de qué manera encarar la defensa de la Provincia. La norma del art. 4°, A), inc. 2° es muy específica y no debe extenderse a situaciones no previstas por el legislador: "En cualquiera de los modos anormales de terminación del proceso previsto en el Código Procesal Civil, Comercial y Minería y en otras leyes, deberá requerir la aprobación del Poder Ejecutivo antes de la resolución u homologación judicial". Es lógico que las maneras anormales de terminación del proceso (desistimiento, allanamiento, transacción) deban ser controladas por el poder político pues son situaciones en las que el Poder Judicial decide solamente sobre las formalidades legales para que tales actos tengan efecto jurídico, y la decisión de llevar a cabo estos actos procesales implican actos jurídicos de disposición. Por caso, el convenio transaccional debe ser no solo aprobado sino ratificado por el Poder Ejecutivo, le pertenece al Estado Administrador. Pero de ahí, a que el señor Gobernador deba estar presente o constituirse en parte en todo proceso judicial, hay una marcada diferencia sustancial. No me parece que a "la aprobación" del P.E. sobre los modos anormales de terminación del proceso haya que extenderlo a funciones de control final o control sobre la marcha del proceso. Si acaso hay que hablar de controles, éstos son de competencia exclusiva del Poder Judicial.

La Corte de Justicia en la enunciada causa Villanueva precisó "como tema prioritario a considerar, lo referido a si, de acuerdo al contenido del convenio obrante en autos y conforme las disposiciones de la ley 5558, era necesario o no, que el Poder Ejecutivo Provincial ratificara lo convenido por el Sr. Fiscal de Estado con el resto de las partes litigantes". Está claro cuáles eran los límites del thema decidendum y la conclusión a la que arriba el primer votante, Dr. Gustavo Adolfo Sambrizzi, con la adhesión de los otros miembros que por entonces integraban el Alto Tribunal, Dres. Jaime Velert Frau y Eduardo Horacio Podestá de Oro: "En el caso, el representante de la parte demandada, actuó excediéndose en sus facultades y por ende violando la ley 5558, al no haber solicitado la aprobación del Poder Ejecutivo Provincial para un acto dispositivo de tal naturaleza, que escapaba, en forma evidente a las facultades que la ley le otorga al Fiscal de Estado, para efectuar ese tipo de actos sin la ratificación del Poder Ejecutivo".

Fácil de apreciar por su evidencia: El eje de la cuestión en el mencionado fallo de la Corte de Justicia, nada tenía que ver con la participación del señor Gobernador como parte en el proceso, menos que debiera integrarse la litis con él, se trataba simplemente de nulificar el Convenio Transaccional porque no había sido aprobado y ratificado por el Poder Ejecutivo y que por tal deficiencia no tendría los efectos legales de la transacción, pues "cuando no se trate del supuesto de una sentencia firme, a la que fatalmente tendría que someterse" —dice el fallo de la Corte— "la decisión última que se reserva para finiquitar procesos, por cualquiera de los modos anormales que legisla el Código de Procedimientos Civiles, es una facultad que evidentemente ha quitado a sus representantes judiciales para ejercerla en forma exclusiva como parte de sus facultades decisorias de índole política, que hacen a su labor de Gobierno en cumplimiento de los fines de su gestión".

Verdad es que la legitimación substancial para estar en juicio la tiene únicamente el Estado Provincial porque él es el sujeto de derecho en el proceso, lo hace como "persona jurídica" (art. 8°, Const. Prov.); pero la legitimación para obrar o legitimación procesal le pertenece en forma exclusiva al Fiscal de Estado y no actúa en el proceso como órgano administrativo subordinado del Poder Ejecutivo. La afirmación, de ninguna manera significa que él sea el demandado o el promotor de la acción. De ahí la inconveniente creencia de que el Fiscal de Estado cumpla funciones de asesor jurídico del Gobernador.

En la teoría constitucional las funciones orgánicas asignadas por la Constitución al Poder Ejecutivo comprenden diversos tipos que se cumplen en dos ramas de actividades jurídicas. Una es la gubernamental o política y otra la administrativa (conf. Germán Bidard Campos, Rafael Bielsa, entre otros prestigiosos autores nacionales). La vida política de la Nación es conducida por el presidente y en las Provincias por el gobernador. En el orden federal, el presidente "Es el jefe supremo de la Nación, jefe del gobierno y responsable político de la administración general del país" (art. 99, inc. 1°, CN). Al igual que la Constitución provincial, entre sus atribuciones no figura la de representar en juicio a la Nación. Por el contrario, esta función está destinada al Ministerio Público, a quien corresponde "promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad, de los intereses generales de la sociedad, en coordinación con las demás autoridades de la República" (art. 120, CN).

A nadie escapa que la actuación de los órganos del Estado debe conducirse por el andarivel de las "competencias constitucionales". La defensa de los derechos patrimoniales y no patrimoniales de la Provincia, desde que el Fiscal de Estado es elevado por el constituyente de 1986 a la categoría de órgano institucional extrapoderes, con funciones independientes y autónomas, está solo a él confiada por la Constitución. La calidad de órgano independiente con autonomía funcional, avanza, se afirma y se muestra acentuadamente por dos saludables características: La inamovibilidad del cargo mientras dure su buena conducta y el nombramiento por la Cámara de Diputados a propuesta en terna por el Consejo de la Magistratura (art. 264 de la Const. Prov.). Como puede verse del espíritu de la norma constitucional, la autonomía del órgano Fiscal de Estado, es completa, no depende para nada del Poder Ejecutivo y ejerce con plenitud sus funciones constitucionales.

La personalidad jurídica del Estado es "única" y puede desenvolverse tanto en el ámbito del derecho público y como el privado. Resulta ilustrativo y provechoso a estas motivaciones el comentario de Roberto Dromi: "La aplicación de distintos aspectos de un mismo ordenamiento jurídico no quiere decir que la personalidad del actuante se divida o multiplique en razón de aquellos (los órganos que integran el Estado). Las que se multiplican son las competencias del Estado, las actividades de diversa índole que despliega, pero no su personalidad. El Estado, como sujeto de derecho, como persona jurídica, es siempre uno, aunque sus relaciones sean diversas".

"La responsabilidad del Estado es, en suma, una consecuencia jurídica obligada de su personalidad. Los actos que se le atribuyen son los que realizan los llamados órganos individuos (agentes del Estado), que expresan su voluntad como voluntad estatal. Tales órganos integran la estructura de la persona, formando parte de ella, pues el órgano vale tanto como instrumento mediante el cual se desenvuelve el sujeto de derecho. La incorporación orgánica subjetiva (persona física) al cargo (órgano jurídico institucional) se hace por alguno de los títulos jurídicos que generan la relación de empleo público. Esa conjunción orgánica pone en movimiento el aparato estatal como sujeto y, en tal carácter, como titular de derecho y deberes...".

"No se desnaturaliza la tradicional división tripartita del poder que caracteriza al sistema republicano de gobierno con la aparición en la estructura del Estado de otros órganos de origen constitucional o legal, que coadyuvan con esas principales formas de manifestación del poder público. Así, en la Constitución Nacional las figuras institucionales de jefe de gabinete (art. 100), de la Auditoría General de la Nación y del Defensor del Pueblo (arts. 85 y 86) y del Consejo de la Magistratura y del Ministerio Público (arts. 114 y 120) representan en los ámbitos Ejecutivo, Legislativo y Judicial, colaboradores estrechos en la actuación del sector de poder que a cada uno compete" (textos transcriptos de su conocida obra: Derecho Administrativo, ps. 110 y sigtes., 5ª ed., año 1996).

No me parece entonces acertado afirmar, partiendo de la atribución que tiene el Gobernador para representar a la Provincia "en todas sus relaciones oficiales" en su gestión de "mandatario legal" que tenga legitimación procesal concurrente con el Fiscal de Estado para promover acciones judiciales o contestar demandas donde estén comprometidos intereses patrimoniales o extrapatrimoniales del Estado provincial. Ostensiblemente, el Fiscal de Estado es el único órgano que detenta la representación procesal de la Provincia de San Juan cuando deba ser parte (actora o demandada) en un proceso judicial y la justifica en el marco del art. 49 del CPC con los alcances de ley orgánica N° 5558.

3. Entrando a lo que es materia de recurso: Los demandados plantearon la nulidad del título en ejecución por entender que existen vicios substanciales por los cuales debe declararse la nulidad absoluta y no simplemente relativa porque supera el ámbito procesal. Subsidiariamente presentó memorial de agravios.

La jueza de primer grado rechaza in limine la articulación de la nulidad porque el ejecutado ha comparecido a la causa oponiendo excepciones y por ende resulta extemporáneo su planteo de acuerdo a lo prescripto en el art. 530 del CPC. Esta resolución dada por providencia de fecha 21 de octubre de 2005 es apelada por los ejecutados con reiteración de las mismas argumentaciones anteriormente expuestas en torno a la improcedente aplicación del art. 13 de la ley 7053 para iniciar esta ejecución hipotecaria. Sin embargo, no se hacen cargo los recurrentes de los fundamentos que brevemente sustentan la resolución apelada. Por muy extensa que sea su exposición, sino ataca la parte sustancial de la resolución apelada, el recurso se convierte en una pieza inútil, debiendo por lo tanto ser declarado desierto (art. 266, CPC).

4. Los agravios contra la sentencia de remate apuntan primero a la inconstitucionalidad de la ley 7053 e inhabilidad. Se responde lo siguiente: Los demandados habían cuestionado la habilidad del título base de la ejecución hipotecaria que estuvo fundado en un Certificado de Deuda emitido por el Poder Ejecutivo Provincial y firmado por el Ministro de Economía y Coordinador del Comité Ejecutivo Ley 6753, donde consta el certificado y liquidación practicada por el Banco de San Juan S.A., deuda cedida a la Provincia de San Juan. Pero ha de verse que, junto a la demanda, se acompañó el testimonio del mutuo hipotecario celebrado entre el Banco de San Juan S.A. y los deudores Renzo Daniel Palacios y Alicia Inés Maurín de Palacios. No es posible que los demandados tergiversen los términos de la demanda, donde la actora en forma expresa basa la ejecución hipotecaria en el contrato de mutuo con garantía hipotecaria y adjunta el título ejecutivo que es la escritura pública cuya copia corre glosada a fojas 6/13. Por la misma razón debe descartarse de plano el planteo de inconstitucionalidad, pues el Certificado de Deuda firmado por el señor Ministro de Hacienda y Finanzas viene acompañado de la escritura pública que documenta al contrato de mutuo y en el mismo instrumento constituyen la hipoteca (conf. art. 508, inc. 1°, CPC). La inconstitucionalidad en el juicio ejecutivo es de carácter estrictísimo y excepcional, solamente procede cuando por la naturaleza del título o del procedimiento impreso a la causa han quedado vulnerados o sufrido menoscabo garantías constitucionales que no sea posible canalizar por la vía de las excepciones admisibles (art. 529, CPC).

De igual manera, la perfecta conformación del título ejecutivo de acuerdo a lo prescripto en el art. 508 del Código Procesal, en concordancia con el art. 579 y siguientes de ese ordenamiento, hacen improcedente la inhabilidad de título. El aludido certificado, únicamente calcula el estado actual de la deuda al momento de promoverse la demanda. De la simple lectura de ella aparece de manera palmaria e inequívoca que la acción está fundada en la hipoteca que se ejecuta. Es decir, en el derecho real constituido en seguridad de un crédito en dinero, sobre el bien inmueble individualizado que continuó en poder de los deudores (art. 3108, CC).

5. Corresponde confirmar el rechazo de la prescripción de intereses, aunque con distinto fundamento al que trae la sentencia en crisis, habiendo sido considerado su planteo improcedente dentro de la estructura del juicio ejecutivo, ya que de esa manera -dice la jueza a quo- habría que examinar la causa de la obligación. No es acertado este argumento desde que en las excepciones admisibles del art. 529 del CPC figura la de prescripción (inc. 5°).

De todas formas, la norma invocada del inc. 2°, del art. 847 del Cód. de Comercio, que regula la prescripción cuadrienal de los intereses del capital dado en mutuo referidos a las prestaciones periódicas, funciona cuando cada una es considerada una obligación distinta, pero no la norma no es aplicable si se trata del precio de una cosa o del capital de un mutuo que deba pagarse o restituirse en cuotas periódicas. Gómez Leo apunta que la jurisprudencia es unánime en ese sentido interpretativo (ver: "Tratado Teórico-Práctico de Derecho Comercial", t. IV, p. 669, ed. LexisNexis, Depalma, 2004).

6. El acusado anatocismo tampoco procede por aquello de que: "Cuando la obligación debe cumplirse mediante el pago de cuotas periódicas iguales, calculadas sumando amortización de capital e intereses, éstos no forman algo distinto del capital, por lo que no importa anatocismo el cobro de un interés punitorio estimado sobre la totalidad de las adeudadas" (Trigo Represas-Campagnucci de Caso, "Código Civil Comentado – Obligaciones", t. I, p. 623; Rubinzal Culzoni, ed. 2005).

El interés acumulado al capital en cuotas no configura anatocismo. Los intereses moratorios y compensatorios que figuran en el certificado de deuda emitido, corresponden a lo pactado en el mutuo hipotecario que hace título ejecutivo con la escritura pública adjunta a la demanda.

Por ello, propongo:

I) Desestimar el planteo de nulidad. II) Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la demandada. III) Imponer las costas a la vencida (conf. arts. 74 cc. del CPC).

El doctor Riveros dijo:

Que adhiero al voto del distinguido colega que me precede, cuando trata los agravios traídos por el apelante. Sobre la primer parte, y en tanto se hace mención a la posición asumida al resolver en los autos "Leonardi... c. Provincia" y "Oviedo Rosario... c. Provincia...", y al solo efecto de precisarla, diré que en ellos se hizo aplicación de lo dispuesto por el art. 325 del Código Procesal Civil que prevé, cuando la Provincia fuere demandada, que la citación a juicio se hará por oficio dirigidos al Gobernador y al Fiscal de Estado. En estos autos la Provincia de San Juan no ha sido demandada, es demandante; tampoco se la ha citado a juicio, ha comparecido entablando una acción.

El doctor Alferillo dijo:

Atendiendo los antecedentes de la presente causa y en especial los agravios vertidos, en primer término dejo constancia de que adhiero al voto emitido por el Dr. Riveros, especialmente en la aclaración respecto de la participación en juicio de la Provincia de San Juan dado que el suscripto emitió opinión en el juicio "Leonardi c. Provincia" y en otros respecto de la ineludible exigencia de que cuando es demandada, la Provincia debe ser expresamente citada.

Mas allá de que no es un thema decidendum planteado por la parte recurrente, la participación de la Provincia ha sido aludida por el magistrado preopinante en primer término, lo cual impone estas breves reflexiones.

En primer término, es de ley liminar (art. 263, CP) que el Fiscal de Estado es el encargado de defender el patrimonio de la Provincia, siendo parte necesaria y legítima en los procesos contenciosos administrativos y en toda controversia judicial que afecte los intereses del Estado local. Es decir, es el abogado ineludible que tiene la provincia, no puede ser cambiado y concentra la representación de todos los estamentos que conforman la Administración Central, los organismos descentralizados y autárquicos. Pero ello, no significa que sea el representante legal de la Provincia y Jefe de la Administración, que como se ha sostenido anteriormente, esta facultad es exclusiva y excluyente del señor Gobernador de la Provincia (art. 189 inc. 1°, CP).

Traducida la situación a términos del ejercicio profesional o de la praxis tribunalicia, cuando se demanda el actor tiene que conferirle poder a su abogado mandante para que inicie el proceso y darle los instrumentos para que sustente la pretensión. En este caso el poder no es necesario porque se lo ha conferido legalmente la Constitución Provincial al Fiscal de Estado, pero sí es imprescindible que le entregue la documentación en base a la cual iniciará el proceso, como aconteció en este caso, donde cumpliendo con la ley 6753 el Ministro de Hacienda y Fianza emitió el certificado de Deuda (fs. 2).

La entrega por vía administrativa de los certificados de deudas (en el presente caso) o de la documental correspondiente (en los otros casos) implica la expresa voluntad del Representante Legal de la Provincia de iniciar la acción.

Va de suyo, que el Fiscal de Estado sin la decisión del poder administrador no puede iniciar acción alguna que comprometa patrimonialmente a la provincia, como tampoco puede dar finiquito a los procesos judiciales por los modos anormales sin requerir aprobación del Poder Ejecutivo, conforme lo reglamenta el art. 4° A) inc. 2 de la ley 5558. La situación procesal de la Provincia tiene sus particularidades cuando actúa como actor que difieren de su participación como demandado. En el primer caso no necesita presentarse expresamente por cuanto lo hace por su representante constitucional a quién le da la directiva para que inicie el proceso. En cambio cuando es demandado, si necesita ser citado el señor Gobernador, en función de la representación que tiene de la Provincia, lo cual no obsta a la intervención del Fiscal de Estado.

Estas reflexiones no necesitan del aporte de criterios doctrinarios, por cuanto son mandatos normativos que los jueces no pueden soslayar dada su clara literalidad (art. 16, CC).

Por ello, se resuelve: I) Desestimar el planteo de nulidad. II) Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la demandada. III) Imponer las costas a la vencida (conf. arts. 74 cc. del CPC).— Carlos Ferreira Bustos.— Gilberto Riveros.— Pascual Alferillo.
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